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Caballero analiza las reformas pendientes en la Justicia española, en un Curso de Verano de la Universidad Complutense 
Viernes, 18 Julio 2008.  En la Justicia confluyen administraciones y personas de muy diferente origen y competencia; administraciones y profesionales diversos, a veces mal coordinados y subordinados. Así lo afirmaba ayer el vicepresidente primero y consejero de Presidencia, Justicia e Interior del Gobierno de Navarra, Javier Caballero Martínez, en el Curso de Verano de la Universidad Complutense de Madrid, “La Justicia en el siglo XXI: las reformas necesarias”. 

Caballero explicó las reformas que a su juicio requiere la Justicia española centrándose en “El papel de las Comunidades Autónomas en la justicia del siglo XXI”.  “Cuando en el siglo XIX el Estado liberal organiza el servicio de Justicia y establece la planta judicial, lo hace de manera eficaz, y sigue de manera mimética la estructuración –entonces nueva– de las provincias. Seguramente es un momento en que la Justicia (…) se pone a la altura de su época.” Hoy, sin embargo, –añade– no está bien resuelta su acomodación a la realidad político-administrativa. “Así como en otros casos o servicios las transferencias se han llevado a cabo de manera clara y eficiente, con  un evidente reparto de papeles y funciones, en lo que respecta a Justicia la situación no es así”.


Caballero aludió a los múltiples recursos –humanos y materiales– en juego para que un ciudadano consiga la reparación que considera justa. Al margen de jueces, magistrados y fiscales, de abogados y procuradores, hay un diverso conjunto de profesionales que hacen que la Administración de la justicia sea posible: secretarios judiciales, oficiales, auxiliares, agentes judiciales y médicos forenses, psicólogos, trabajadores sociales, traductores, miembros de los cuerpos policiales y  personal de Prisiones. En su opinión, para que todo este conjunto profesional se articule y funcione, es necesario que haya un reparto de papeles claro y ajustado. 


De acuerdo con su exposición, desde el plano meramente económico, el servicio público de la Justicia ha estado tradicionalmente mucho peor dotado que otros, quizá porque la responsabilidad del Poder Ejecutivo es parcial. “Puede comprenderse por ello la tentación del Ejecutivo de destinar sus recursos prioritariamente a los servicios de los que era responsable directo ante los ciudadanos (salud, educación, infraestructuras), y de sentirse menos apremiado para financiar un servicio público, el de la Justicia, en cuya organización pintaba poco”. 


Aún reconociendo la insuficiencia de recursos, la Administración judicial  es, también ineficaz, lo que se agrava por la doble dependencia –orgánica y funcional- del personal de Justicia. A juicio de Caballero, es necesario definir y concretar la independencia judicial y el papel de las administraciones que participan en su organización. En este sentido, las administraciones autonómicas con competencias –de forma paralela al propio Ministerio– tienen mucho que decir y tienen un papel concreto que jugar en la prestación  de la Justicia.  Obviamente, precisan de una nueva cultura de la organización, en la que se evite que los órganos rectores del poder judicial, e incluso las distintas instancias judiciales, estén ocupadas en cuestiones menores ajenas a la función jurisdiccional, y que el peso de la gestión organizativa resida en unidades especializadas –ha dicho–. Es necesario, además, –añadió– el traspaso efectivo del personal al servicio de la Administración de Justicia a las Comunidades Autónomas, pues “el sistema actual de dependencia orgánica del personal de la Administración de Justicia resulta en la práctica sencillamente caótico”. Así, los funcionarios integrantes de la Oficina Judicial dependen orgánicamente del Ministerio de Justicia o de la administración autonómica que haya asumido los traspasos. Pero, no se integran en dicha administración autonómica de la que supuestamente dependen. En cambio, y paralelamente, el personal traspasado de otros colectivos (psicólogos, trabajadores sociales, etc.) sí ha pasado a integrarse totalmente en la función pública autonómica. A su juicio, es un sistema que no resiste el mínimo análisis de eficiencia pública. 

Es preciso además –a su juicio– reformar los procedimientos. Los secretarios judiciales son los únicos depositarios de la fe pública judicial, aspecto,  a su juicio, anticuado, ahora que la firma digital garantiza la integridad e inalterabilidad de los trámites y notificaciones. “Además, mantienen en su trasnochado estatuto la obligación de llevanza de muchos libros y registros que perdieron su razón de ser desde que se crearon las Gerencias Territoriales de Justicia y, sobre todo, desde la implantación de bases de datos fidedignas dimanantes de servicios informáticos adecuados.” 


“Mi experiencia al frente de servicios públicos me ha hecho ver como un axioma, que cuando un jefe funcional es distinto del correspondiente jefe orgánico, los problemas se multiplican. Por ello, debemos olvidar de una vez reticencias estériles, acotar claramente el papel de cada interviniente en el proceso y establecer de forma diáfana una línea jerárquica y la correspondiente responsabilidad en cuanto a la función que desempeña cada uno. Si quien organiza y sufraga la Oficina Judicial en cuanto a sus medios personales y materiales de todo tipo es la Administración Central o Autonómica correspondiente, la capacidad de organización, de medidas para organizar el trabajo y, en definitiva de mando, debe ser de dicha Administración.” 

En resumen, pues, debe establecerse la posibilidad de que la Administración organice eficazmente al personal, si se quiere que la administración de Justicia funcione. Esta reforma pasa además, en el caso de las comunidades autónomas, porque se haga una transferencia efectiva del personal, sin reservas legales. Y, además, internamente en cada Comunidad Autónoma debe producirse una unificación o agrupación en la consideración del personal que trabaja en el ámbito de la Justicia, cualquiera que sea la función que desempeñe o su situación jurídico-administrativa.

El consejero Caballero ha explicado, finalmente, que en la organización del servicio se está abocado inexorablemente al horizonte del procedimiento judicial electrónico. Estos instrumentos telemáticos e informáticos permitirán aligerar la burocracia judicial de trámites hoy en día ya innecesarios. Hoy, con la incorporación a la electrónica de las suficientes posibilidades de seguridad,  se trabaja con un rigor incuestionable que permite garantizar absolutamente todos los trámites y derechos en el mundo jurisdiccional.


La implantación de la nueva oficina judicial y la implementación efectiva de las nuevas tecnologías, y específicamente del proceso judicial electrónico, debe llevar a una revisión en profundidad no ya de los procedimientos judiciales sino de todo el sistema procesal español. Ello permitirá superar auténticos vicios burocráticos que se presentan como actuaciones procesales que contribuyen exclusivamente a alargar y dilatar trámites, superar viejas formas de hacer con múltiples diligencias, que nada aportan en el desarrollo del proceso. 


El consejero ha añadido que la reforma debe afectar también, de manera concreta, a todo lo que tiene que ver con la ejecución de las resoluciones judiciales a fin de que la ejecución sea también rápida y efectiva. 

Todo ello ​–ha dicho Caballero– debe hacerse huyendo de cualquier clase de actuaciones unilaterales, por parte de cualquiera de las instituciones implicadas. Es necesario trabajar conjuntamente todos los sectores involucrados -políticos, profesionales e instituciones judiciales, centrales y autonómicas-, en una cooperación leal y sin protagonismos efímeros.
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